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si·ón firme, bien porque la resolución haya causado estado o 
apurado la vía gubernativa, bien porque siendo susceptible de 
recurso de alzad·a u otro cualquiera ordinario haya -transcur!rido 
el plazo sin in·terpOnerlo». 

Ar·tícuJo cuarenta y cinco de la Ley de Procedimiento Admi­
nistrativo: Uno. Los actos de la Administración serán válidos 
y produci!rán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que 
en ellos se disponga otra COSa. 

Dos. La eficacia quedará demorada cuando así lo exija el 
contenido del acto o esté supeditada a su notificación, publi­
cación o aprobación superior. 

Considerando que la presente cuestión de competencia se 
suscita entre la Audiencia Territorial de Valladolid y la Direc­
ción General de Seguridad, por pretender esta última recabar 
para sí el conocimiento exclusivo del expediente de desahucio 
seguido contra el Guardi·a de la Policía Armada, en situación 
de retirado, don Esteban Bar!reaJes Crespo; 

Considerando que interpuesto por el interesado en ocho de 
enero de mil novecientos sesenta y seis el recurso de alzada 
contra la resolución dictada en veintinueve de noviembre de 
mil novecienoos sesenta y cinco en el correspondiente expedien­
te, la Direceión General de Seguridad resolvió el citado recurso 
en nueve d~ marzo de mil novecientos sesenta y seis en sentido 
desestimatorio, notificándolo así al interesado en diecisiete del 
propio mes de marzo de mil novecientos sesenta y seis, fecha 
que consta en la correspondiente diligencia de notificación sus­
crita en Valladolid por don Esteban Barreales Crespo; 

Considerando que en la misma fecha en que esta notifica­
ción tenía lugar y, por tanto, ganaba eficacia respecto a don 
Esteban Barreales Crespo con su notificación al interesado, fué 
notificado a la Dirección General de Seg·uridad el auto de la 
Audiencia de Valladolid de doce del propio mes de marzo, en 
que se le re.:¡uería de inhibición en el asunto; 

Considerando que el requerimiento inhibitorio fué promovido 
por la Sala de Gobierno de la Audiencia Territorial de Valla­
dolid en auto acordado en doce de marzo de mil novecientos 
sesenta y seis, firme ese mismo día; siendo, por tanto, poste­
rior a la resolución de la Dirección General de Seguridad, dic­
tada, como se dice, el día nueve, y siendo esta última resolu­
ción ya firme desde su prop·ia fecha, por imperativo del artícu­
lo treinta Y' seis, p. cuatro de la Ley de Régimen Jurídico de 
la Administración del Estado, la inhibttoria vino a suscitarse 
en asunto ya fenecido por resolución firme de la Administra­
ción, obstáculo que impide en este caso, por impera.tivo del 
artículo catorce de la Ley de Conflictos Jurisdiccionales, y dadas 
las fechas respectivas del auto judicial de la resolución admi­
nistrativa, entender suscitada cuestión de competencia. 

De conformidad con el dictamen emitido por el Consejo d€ 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día veintísiete de enero de mil novecientos sesenta 
y siete, 

Vengo en decla rar mal suscitada la presente cl.'estión de 
competencia. 

Así 10 dispongo por el presente Decreto, dado en Madrid 
a dieciséis de febrero de mil novecientos sesenta y siete. 

FRANCISCO FRANCO 

DECRETO 323/ 1967, de 16 de febrero, por el que 
se resuelve la cuestión de competencia surgida en­
tre la Audiencia Territorial de V'al/adolid y el Di­
rector general de Seguridad del Ministerio de la 
Gobernación con motivo de desahucio administra­
tivo seguido por la 72 Bandera de las Fuerzas de 
Policia Armada. 

En el expediente y autos de la cuestión de competencia sur­
gida entre la Audiencia Territorial de Valladolid y el Directo!!" 
general de Seguridad del Ministerio de la Gobernación, con 
motivo de desahucio administrativo seguidO por la Setenta y 
dos Bandera de las Fuerzas de Policía Armada, de guarnición 
en Valladolid. cont ra la viuda del fallecido Policía de dichas 
Fuerzas don Antonio Vaquero y Vaqu~ro. 

Uno. Resultando que en siete de enero de mil novecientos 
sesen,ta y seis por el Comllindan·te Jefe de la Setenta y dos 
Bandera de Policía Armada, de guarnición en Valladolid, y en 
vil'tud de Orden de la Inspección General de tales Fuerz,as se 
dispuso la instrucción de un expediente administrativo de de­
sahucio de una vivienda de una manzana del grupo «José Anto­
nio», arrendada por el Instituto Nacional de la Vivíenda a la 
Dirección General de Segu!ridad para casas de los Policías ar­
mados (calle de Juan Sebastián EJcano, seis, entresuelo izquier­
da, Valladolid), que a su vez había sido entregada en uno de 
febrero de mil novecien.tos cuarenta y ocho, mediante un Utu­
lado contrato de arrendamiento, por el Comandante de dicha 
Bandera al Policía armado de la misma don Antonio Vaquero 
y Vaquero, fallecido el cual su viuda, doña Bárbara Mena Pé­
rezo no se encontró dispuesta a dejar la referida vívíenda. 

Dos Resul,tando que ' al ser requerida por el Instituto en 
dicho expediente en once de enero de mil novecientos sesenta 
y seis para que desalojase la vívíenda. doña Bárbara Mena 
Pérez recurrió en alzad'a, con fecha uno de febrero de mil no­
vecientos sesenta y seis, ante la. Dirección General de Seguri-

dad, invocando la prórroga forzosa del arriendo eStablecida por 
la Ley de Arrendamientos Urbanos, y que siendo la casa pro­
piedad del IlllSti·tuto Nacional de la Vivíenda y no figurando 
la DÍ!rección General de Seguridad como ti,tular ni :promotor 
de ella no pUede acordar el desahucio administrativo, para el 
que no se encuentra autorizada. El Director general de Segu­
ridad. de acuerdo con el informe de su Asesoría Jurídica, que 
defendió la posibilidad del desahucio con apoyo en el Decrerto 
de veinticinco de mayo de mil novecientos cuarenta y cinco, 
que estima·ba vigente, resolvió con fech·a dieciséis de marzo 
de mil novecientos sesenta y seis desestimar el recurso de al­
z,ada por entender que no se trataba de un arrendamiento, sino 
de una consecuoocia de la relación de empleo, y que el Decre­
to de veinticinco de mayo de mil novecientos cuarenta y cinco 
se ctta como vigente en la Ley de Arrendamien,tos Urbanos. 
Significando a la recurrente que tal acuerdo agotaJba la vía gu­
bernllJtiva y que podía interponer contra. el mismo recurso con­
otencioso-administrativo, resolución que fué notificada en vein­
ticUSitro de marzo de mil novecientos sesenta y seis. 

Tres. Resultando que en veintidós de marzo de mil nove­
cientos sesenta y seis tuvo entrada en la Dirección General de 
Seguridad un escri,to, fechado en diecisiete de marzo de mil 
novecientos sesenta y seis, comunicando un auto de doce del 
mismo mes de la Sala de Gobierno de la Audiencia Terri,torial 
de Valladolid, en el que, a petiCión de doña Bárbara Mena Pé­
·rez, al Juzgado Munictpal número uno de Valladolid, y previo 
dictamen favorable del Ministerio Fiscal, requería de inhibi­
ción al DireCJtor general de Seguridad, fundándose que, según 
el criterio y consideraciones del Tribunal Supremo en sus sen­
tencias de veinUtrés de septiembre de mil novecientos sesenta 
y tres, veinticinco de abril de mil novecien'tos sesenta y cuatro 
y veintidós de mayo de mil novecientos sesenta y cuatro, están 
derogados por la Ley de quince de julio de mil novecientos cin­
cuenta. y cuatro los Decretos que admi-tian los desahucios admi­
nistr'ativos, con una sola excepción de la Ley de veintitrés de 
septiembre de mil novecientos treinta y nueve para la fal·ta de 
pago, no aplicable al caso. por lo que, según el artículo treinta 
y dos de la Ley de quince de julio de mil novecientos cincuen­
ta y cuatro, el desahucio es competencia de la jurisdicción ord,i­
naria. 

CUaJtro. Resul·tando que ail recibir el escri<to el Director ge­
ner'al de Seguridad ordenó suspender el procedimiento, dió tras­
lado a la recurrente Y. conforme con el diotamen que su ~ 
rIa Jurídica formuló en treinta y uno de marzo de mil nove­
cientos sesenta y selS. resolvió con fecha dos de mayo de mil 
novecientos sesenta y seis no haber lugar a hacer declaración 
alguna sobre su competencia o incompetencia en el caso plan­
teado, porque su acuerdo, recaído en alzada del expediente ad'" 
ministrativo de desahucio, era ya firme y definitivo y había. 
agotado la vía gubernaJtiva desde la misma fecha en que se 
dictó (dieciséis de marzo de mil novecientos sesenta y seis), 
cuando tuvo entrada en el orden administrativo el requerimien­

. to inhibit orio, por lo que, según el artículo catorce de la Ley 
de diecisiete de julio de mil novecientos cuarenta y ocho, no 
puede quedllir p1aIliteada la cuestión de competencia. 

Cinco. Resul·tando que contra esta resolución recurrió la in­
teresada en nueve de mayo de mil novecientos sesenta y seis, 
ante el Ministro de la Gobernación, alegando que el Director 
general no podía hacer tal declaración, sino sólo declararse com­
petente o incompetente, y que el Ministerio en diez de junio 
de mil novecientos sesenta y reis desestimó el recurso, confir­
mando la resolución recurrida, con lo cual ambas autoridades 
contendientes remitieron sus respeotivas actuaciones a la Pre­
sidencia del Gobierno para que la cuestión fuese resuelta por 
los trámttes correspondien·tes. 

Vistos el a!"ticulo catorce de la Ley de Conflictos Jurisdic­
cionales de diecisiete de julio de mil novecientos CUa.re«lta y 
ocho: «Tampoco pod!I'án suscit'<l['se cuestiones de competencia 
a la Administración: Primero. En los asun.tos en que ésta haya. 
dic,tado decisión firme, bien porque la resolución haya causado 
estado o apurado la vía gubernat iva, bien porque siendo Slli'­
ceptible de recurso de alzada u otro cualesquiera ordinario, 
haya ·transcurrido el plazo sin interponerlo.» 

El ar,tículo cuarenta y cinco de la Ley de Procedimiento 
Administrativo de diecisiete de julio de mil novecien'tos cincuen­
ta y ocho: «Uno. Los actos de la Administración serán válidos 
y producirán efecto desde la fecha en que se dicten, salvo que 
en ellos se disponga otra cosa. Dos. Su eficacia quedará demo­
rada cuando as! lo exija el contenido del acto o esté supedi­
tada a su notificación, pUblicación o aprObación superior.» 

El ar,tículo trein'ta y seis de la Ley de Régimen Jur!dico de 
ia Administración de diecisiete de julio de mil novecientos cin­
cuenta y siete: «Pondrán fin a la vía administrativa las reso­
luciones de los siguientes órganos y autoridades ... Cuatro. Las 
de los Subsecretarios y Directores generales relativos al per­
sonal.» 

El articulo treinta y dos de la Ley de quince de julio de 
mil novecientos cincuenta y cuatro: «Desahucios: Los Pl'Op1e­
tarios de viviendas de renta limitada podrán promover el 
desahucio de los beneficiarios, inquilinos u ocupantes de estas 
vivíendas por las mismas causas previstas en la Ley de arren­
damientos Urbanos También podrán promover dicho desahu­
cio po!!" las causas especiales siguientes: ... Tercera. Por cesa­
ción firme y definitiva de la relación labor·al o de empleo entre 
el inquilino y el. propietariO de la vivienda. cuando aquella. re-
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lación hubiera sido la determinante de su ocupación. 8i la ca.u­
sa de 19. extinción de la relación eltpresQ.da hubiera. sido la muer­
te del inquilino, laa personal! que con ~l conVivienn tendrán 
un plazo improrroiable de seis mese! pua desa.Iojar la. vivien­
da... El procedimiento pan el ejercicio del desahucio, fundado 
en eJguna. de las causas especiales 1IIlter10res, se aJustuá a lo 
establecido en 10& articuloo mil quinientos aetenta a mil seis­
cientos ocho de la. Ley de Enjuiciamiento OiVi1. LIl3 viViendas 
económicaa o de renta. I1mitllida constnlidaa por Organismos ofi­
deJes qued34"án wmet1das, en lo que se refiere al desahucio 
de SWI beneficiuioo, inquilinos u ocupantes a las disposicIones 
de la Ley de ~tiltré$ de septiembre de mll novecIentos treinta 
y nueVe.» 

El articulo CU8ltro de la Ley de Veintt.t4'és de lleptiembre de 
mU novecientos treinta. y nueve: «El Instituto Nacional de la 
ViVienda podrá promover y ejecutt&" por si mismo el desi1ohucio 
COllItra cualquier persona. o Ji}nt1da.d Que, a. titulo de inquilino 
obeneficia4'io de una cll3a barata o econ6m1ca. de la.'! someti­
das al r~imen eeta.blecido por la Ley de dIecinueve de abril 
de m1l noveCientos tre1nta y nueve, ocupase una Vivienda y no 
sllitisfac1ese lOS alquileres o cuotas que le correspondlera.n en 
virtud de su con1tra,to. En la tr·amttac!ón de estos desa.hucios 
el IMlt1t.uto Nacion,al de la Vivienda se atenclrá exclWlivamente 
a las disposiciones de la. presente Ley.» 

Uno. Oonsldera.ndo que la pr~te cuestión de competen­
cia. ha. surgido entre la Audienci1l. Territorial de Valladolid y 
el Director general de Seguridad al requerir la l>rimel'1l. e.l se­
gunc10 para que deje de oonooer en un expedJeIIIte de d~ucio 
a.<!m1n1stmtivo de la vivienda proporcionad1l. a un funcionario 
dependientA! de elle., que no e.!tá.n dispuestos a deju Ubre sus 
famil1are8 después del fallecimiento del mismo, y en el cual 
expediente el Director ienenW ha. dlctta.do ya. una. re"o}ucl6n 
confirmatoria de la. orden de desalojo pronunciada. por el Ins­
truotor del eXpediente. 

Dos, OoIl41derando que la. decisión del D1reotor ieneral, pro­
nunciada en alzada de ~ orden del Instructor, y que debe con­
siderarse que pone tina. la. via. iUbernaJtiva., eegÚll el nÜlDero 
cu!lit4'o del articulo treinta Y seis de la Ley de Régimen Jurí­
dico de la Administración, porque es relativa a un asunto de 
peraonaJ, como referente a una. vivienda rec1bida de le. propia 
Dltección General y ocupllida por la condición de funcionario, 
fué válida y produjo efecto deroe le. fecha de dlec1.séis de ma4'· 
ZO, en que se dictó, aeglln 111. norma del nrunero uno del articu­
lo cuarenta y cinco de la. Ley de Procedimiento Adminlstn;t1vo, 
en la cua.I . fecha llllibr1a que tenerla por tal, pero que el reque­
rimiento inhibitorio fué pronuncia4O por la SaJa de Gobierno 
de la Audiencia Terr1,torial de Valladolid en a.uto acordado en 
doce de marzo de mil novecientos sesenta. y seis Y firme en 
ese mismo d1a anotes, por consiguiente, de que hubi~ sido 
diotllida. la. resoiuci6n del Dl1"ector ieneral de Se¡UrldIlid, y que 
la. firmeza de la decisión administrativa que impide el pIan­
teamiento de cuestiones de competencias, conforme al a.rticulo 
c~rce de la Ley de diecisiete de Julio de mil novecientos cua­
renta y ocho, debe entenderse que ha de darse en el instante 
de promoverse la inhibt.ror:ta., sin que sea obst6.culo pare. que 
surja la cuestión el que ya haya resolución firme al referirse 
al oficio de requerimiento, criterio que coincide con el susten­
tado por reiterada jurisprudencia del 'I\-Lbunal Supremo (sen­
tencias de nueve de diciembre de mil novecientos diez, ve1n.te 
de noviembre de mil novecient.os once, treinlia de .sep,tl.embre de 
mil novecientos veintiuno, veintiséis de septiembre de mil no­
vec1ento.s veintiochO, cinco de junio de mil novecientos treinta 
y cuatro y ocho de enero de mil novecientos cuarenta. y dos, 
entre otras) en ma,teria de contiendas de competencia. entre 
Tribunales, porque lo impol"tan,te es que en el momento de &fir­
mar el requirentA! BU propia campet(mcia. esté a.bierto el prooe­
d1m1ento que 88 está tramilban<lo ante el requeridO. 

Tres. Co.n.sidera.ndo que por todo ello ha de tenerse por 
b1en auacit8lda la prellente cuestión de competencia. y .se hace 
necesarlo entrar en el fondo de la misma y que en cuan'to al 
problema. de fondo a.pa.rece contra.1da la disousión en el pun,to 
concreto de la vigencia. del Decreto de ve1nticinco de ma.yo de 
mil novecientos cuarenta y cinco, que e/l en el que funde. la 
DirecCión General de Beiuridad la posib1l1dad del desahuoio 
administrativo pla.nteado por ella, pues si dicho Decreto. no 
estuviese vigente, como afirma. la AudienCia Territorial requi­
ren,te faltaría la base lesal para dicho desahucio y habría que 
acudiÍ- a su conccimien,to poi" la. jurisdicción ordinaria., En este 
senticlo y conforme también con lo mantenido por el Tribunal 
Supremo en sentencias de once de marzo de mil novecientos 
.sesenta y tres y veintidós de mayo de mil novecientos sesenta 
y cuatro, hay que entenda- que el Decreto de ve1nti~:nco de 
mayo de mil novecientos cuarenta Y CIDCO, que concedio 111. po­
sib1l1dad de unos de.sa.huci08 Ilidministrativoo, ha de tenerse por 
derogado por la Ley de quince de julio de mil novecientos cin­
cuenta y cuatro, que refundió la leiislación sobre viviendas de 
renta limitllida (.ti1n que todavía ha;va de aplicarse al ca.so la 
nueva Ley de veinticuatro de julio de mil novecientos sesenta. 
y t4'es), la cual en su articulo treinta y do.1i, exigió para. loo 
desahucios (entre los que enumera precisamente la cesación en 
el empleo por fallecimiento) el procedimiento de lO? .lV'tic1;11OB 
mil quinientos setenta y siguientes de la. Ley de EnJUlCl~len­
f.o Civil sin má.s excepción que la Ilidmislón pa.ra las V1V1~das 
eonstruldas por Organismos o,ficiales del ,de$ahu<?io pernll~ido 
por la. Ley de veintitrés de .septlembre de mil noveclen·tos tremta 

y nuev. sólo p,ar8. Las causas de fal,ta. de pa¡o, que no es a.p11· 
cable en el Ca.'!O presente, en que es otro el motivo del proCe­
dimiento establecido, y que únicamente se d1ó para. el Insti,tuto 
Nacional de la Viviend'a. 

Ouat4'o. Considerando que cualquiera, que fue.se el alcance 
que qUisiera d'a.r&e al hecho de que la 8eiunda de las disposiciO­
nes finales de la Ley de Ar!!"end'amientos UrlJ>anos de trece de . 
a.bril de mil novecientos cincuenta. y seis lneluy&. en una larga 
lista. de disposiciones especiales, que excluye de la derOiación 
que espec1f1ca al Decreto de vein,Ucinco de ma.yo de mil no've­
cientos cuarentla y cinco, el case es que ya ha qUedado zanjado 
por el Tribunal Supremo (en sus ci,tadas sentencia.¡¡ de oru:e 
de rn.¡¡¡ozo de mil novecient06 sesenta. y tres y veintidós de mayo 
de mil novecientos sesentla y CUllltl'o), que en eeto ha.y que ver 
más que la idee. de otorgil4' vigor al Decreto la. de no privá.r· 
sela si la tuviere por la. le¡i&lación peculiil4' en que se ha.ya 
encuadrado, dejándolo como eatá, y que, a pesar de esa decla­
ración, ha.y que tener a. las dia}Xllliciones especIales CODlO 1& 
de que se tra.ta. . sustituidas por lo previsto en la. Ley de Vivíen· 
das de Ren1ia. LimilOOda. 

Cinco. Oonsiderando que el hecho de que elaroticulo ciento 
veinte 4el Reglamento de ve1ntieuat4'o de junio 4e mil nove­
cientolS clnouent6 y 6inCO, dllido para a.pl1c8l1" la. Ley de Vivien­
das de Renta Limttada de quince de julio de mil nQvecienoos 
cincuentla y cuatro, con,t,enp. unas dlspo.siC1ones /!Obre loe dere­
chOB de loe fam1liue8 del empleado fallecido d1!él'en,tes de los 
del uticulo treinta. y d06 de la Ley, no alter'a P84"& nada la 
competenciA, sino que solamente ea alllo que hillbré. de pJllJIltear­
se en la decisión de fondo. 

De conformidllid con el diotamen emi,tido por el Consejo de 
Estado, y previa deUbera.ción del Coru¡ejo de M1nlat4'08 en BU 
reunión del d!& veintisiete de enero de mil novecieIlitoe lJe8eDIta. 
y t!iet.e 

Vengo en decidir la. presente cuestión de competencia en 
favor de la. Audiencia Terri,tori-al de Valladolid. 

Así lo dispongo por el presente Decreto, dado en Madrid 
a dieciséis de febrero de mil novecientos sesenta. y siete. . 

FRANCISOO FRANCO 

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO 

DECRETO 324/ 1967, de 16 de febrero, por el que 
se concede a la Empresa «Babcock & Wilco:c, C. A.», 
los beneflctoB de expropiación forzosa y urgente 
ocupación de bienes para llevar a efecto una traída 
de aguas a su jactoría de Galindo (Vtzcayaj. 

La Ley ciento noventa y cuatro/ mil novecientos sesenta. y 
tres, de veintiocho de diciembre, por la que se aprobó el Plan . 
de Desarrollo Económico y Social, establece en su u ,tículo vein­
ticinco punto cuatro punto que siempre que se trate de alcanzar 
un grado de productividllid suficiente el Gobierno, a propuesta 
del Ministro competente, podrá decreta.r a favor de una Empresa 
el beneficio de ex.propia.ción forzosa y, si procediere, decla.ra,rá 
uriente ' la. ocupación de los terrenos neceS84'i08 pM"'a su esta,.. 
blecimiento o flmJ}l1ación, 

En base a este precep,to la «Sociedllid Espa:f\.ola de Construc­
ciones Ba.bcock & Wilcox, C. A.», ha soliCÍ'tIlido la expropia,. 
ción forzOBIt y urg&D<te ocupación de los bienes necesarios para 
llevar a efecto la t4'a.ida de agua. del río Gorl<tza. a su factoría. 
de Gal1ndo (Vizca.ya) de doo a.provechamient08 que tiene con­
cedidOfl por el MiniatA!r10 de ObrlU! públic'B.!I; uno p!!"oVisionaJ, 
de sesenta litros por segundo. y otro definitivo. de ochen1a y 
cinco l1.troa por segundo. 

Efectivamente, la Empresa «Babcock & WllCOX» está inmer>­
sa en un amplio programa de expansión de sus instalaciones 
industriales, renovando y completG.ndo 108 equipos de proceso, 
desarroll1Uldo la. ca.pacidad de fabricación y la elabOración de 
nuevOB productos, ~ograma que ha de redundar en un consi~ 
dera.ble incremento de su productividad. Pero esta moderniza.­
ción y ampliación, con más hornos y de mayor capacidad, con 
máqUinas para. manLpulación de produotos con elevad'as tem­
pa-8Ituras, eXige U1'l,as mayores disponib1l1dades de a¡ua ya 
concedida sin las cuales gran par'te de las instalaciones han 
de quedar paralizadas De aquí que, desde el pun,to de vista 
económico y social. la petición de expropiación forzooa de los 
bie-ne.s necesarioo pa.ra. llevar a efecto la conducción de dichas 
aguas resulte suficientemente justificada. 

La urgente ocupación de los bienes afec,t.ados por la. expro­
piación viene exigida por la necesidad dt: evitar que, de trami­
ta.rse el e~pediente expropi9Jtorio por el procedimiento ordina­
rio, se produjeran demoras de cualqu.ier género en el mis~o 
-como se hllin producido en la resoluclón de la preBei!llte sollci­
tud debido a la in,tervención de diverso.s OrganismOB estilita­
les..:..c¡ue a. su vez demora.ran el momento de la OC'llpa.ci6n ha&­
ta el próxim(l esti'<llje. 


